RESPUESTA DE MÉXICO AL CUESTIONARIO DEL COMITÉ ASESOR SOBRE LAS MEDIDAS COHERSITIVAS UNILATERALES



México considera indispensable impedir la aplicación de medidas coercitivas como instrumento de presión, ya sea de tipo político o económico, que no estén autorizadas por los órganos internacionales competentes, contravengan los principios básicos del sistema comercial multilateral o no guarden conformidad con los principios de derecho internacional enunciados en la Carta de las Naciones Unidas.
 
[bookmark: _GoBack]Asimismo, México ha expresado reiteradamente su rechazo a la aplicación de leyes o medidas unilaterales de bloqueo económico contra cualquier país, considerando que actos unilaterales de esta naturaleza ponen en riesgo la soberanía de los Estados, contravienen los principios de la política exterior de México, son contrarios al derecho internacional, afectan negativamente la realización plena de los derechos humanos, incluido el derecho al desarrollo, y pueden interferir con la asistencia humanitaria.
 
A nivel nacional, cabe destacar que el 24 de octubre de 1996, entró en vigor en México la Ley de Protección al Comercio y la Inversión de Normas Extranjeras que contravengan el Derecho Internacional, que tiene como fin eliminar el efecto negativo de medidas extraterritoriales extranjeras que afecten el comercio de México con otros países. La ley prevé:
 
a)    Una prohibición a las empresas establecidas o con actividades en México de realizar actos u omisiones que pudieran perjudicar el comercio o la inversión de México, como resultado de los efectos extraterritoriales de leyes extranjeras –incluyendo leyes que pretendan “imponer un bloqueo económico o incluso limitar la inversión hacia un país para provocar el cambio en su forma de gobierno”- (Artículo 1°).
b)    La prohibición de proporcionar información requerida por tribunales o autoridades extranjeras con base en las leyes señaladas, con el propósito de ser utilizada en perjuicio de la empresa, bajo pena de ser acreedora a una sanción pecuniaria. (Artículo 2°). 
c)     La prohibición a los tribunales nacionales de reconocer y ejecutar sentencias y órdenes judiciales extranjeras en contra de empresas establecidas en México, derivadas de leyes de otros países con efectos extraterritoriales contrarios al derecho internacional; (Artículo 4°)
d)    Un derecho de acción ante los tribunales federales a favor de las personas físicas o morales domiciliadas en México para demandar el pago de daños y perjuicios causados con motivo de un procedimiento judicial o administrativo ante tribunales o autoridades extranjeras derivados de la aplicación de esas leyes; (Artículo 6°)”
 
Por lo que respecta a los mecanismos de derechos humanos específicos que pueden servir para evaluar el impacto negativo de las medidas coercitivas unilaterales en los derechos humanos, México apoyó la resolución A/HRC/27/L.2 sobre el tema, mediante la cual se establecieron medidas de seguimiento que sin duda contribuirán a este propósito. En tal virtud, se decidió la designación, por un periodo de tres años, de un Relator Especial sobre el impacto negativo en los derechos humanos de este tipo de medidas, y celebrar un panel bienal sobre el tema, con la participación de todos los actores relevantes.
 

